
El caer en la inconstitucionali-
dad de celebrar contratos con el
Estado por parte de una ministra
(de Defensa) y una senadora
(Allende) es lo que más llama la
atención a exautoridades de la
administración anterior, que
usualmente velaban por hacer
cumplir la legalidad, lo que no
habría ocurrido en la frustrada
compra de la casa de Salvador
Allende (ver nota principal).

“Como se hacía en el segundo
gobierno del presidente Piñera,
la Segpres efectivamente visaba
todo lo que tenía que firmar el

presidente y, obviamente, un
análisis constitucional básico en
este tipo de transacciones era
fundamental”, dice Matías Ace-
vedo, exencargado de la Direc-
ción de Presupuestos (Dipres). 

Para el exfuncionario, “por el
lado de la Dipres no tiene mucho
que hacer, desde un punto de
vista legal, más bien observa la
disponibilidad presupuestaria.
Yo diría que la responsabilidad,
en este caso, de haber sido Piñera
II, estaría en la Segpres, que es la
que básicamente le visa todos los
documentos al presidente antes
de firmar, además de estar con
todos los vistos buenos de las

otras instituciones respecto de la
disponibilidad presupuestaria,
pero, desde el punto de vista le-
gal, a mí me parece que aquí la
responsable es la Segpres”.

Pero, al entrar al fondo del de-
bate, el ex-Dipres recordó que el
“adquirir propiedades no son
nominativas entiendo en la Ley
de Presupuestos, no es que diga
estos recursos son para adquirir
la propiedad de tal y cual perso-
na, sino que, más bien, son re-
cursos que están disponibles pa-
ra la adquisición de activos no fi-
nancieros y, desde ese punto de
vista, entiendo que la operación
no se va a llevar a cabo por ser

inconstitucional, así que desde
el punto de vista presupuestario
no tiene relevancia”.

Foco sobre BB.NN.

De igual manera, el exsubse-
cretario de la Segpres del gobier-
no anterior, Máximo Pavez, ex-
presó que “para ser una opera-
ción jurídica de este nivel de
simbolismo, pues son casi mil
millones de pesos en un inmue-
ble cuyos dueños son personas
políticamente expuestas, la Di-
visión Jurídica de la Segpres sí
tiene responsabilidad política,
por no haberse preocupado de

no concretar bien la operación
que podría significar un proble-
ma, pues se está comprando la
casa de un expresidente. Le asig-
no responsabilidad a la Segpres
al descuidar su rol de tutelar so-
bre aquellos actos que pueden
afectar severamente la primera
línea del Gobierno”. 

Pavez también pone el foco en
quien “materializa la compra,
que es responsabilidad de los
equipos jurídicos del Ministerio
de Bienes Nacionales. El error es
tan burdo que si no hay renun-
cias es incomprensible. ¿Cuán-
tos otros actos jurídicos impor-
tantes estarán mal visados?”. 

Matías Acevedo, ante la fracasada compra de la casa de Allende

Ex-Dipres: “La responsabilidad en
este caso estaría en la Segpres”

Además, el exsubsecretario de la Segpres Máximo Pavez coincide en el diagnóstico,
pero añade el rol que les compete a los equipos jurídicos de Bienes Nacionales.
RIENZI FRANCO

Matías Acevedo, exencargado de
la Dipres.
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Máximo Pavez, exsubsecretario de
la Segpres.
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El Presidente Gabriel Boric se
refirió a la fallida operación de
compra por el Estado de la casa
de Salvador Allende, por casi
mil millones de pesos. Lo hizo
en el extremo sur del país, pro-
veniente del polo; así, en Maga-
llanes rompió el silencio que
mantuvo por más de 70 días an-
te la prensa, a la que no le res-
pondía preguntas contingentes.

“Las presidencias, tanto del
presidente Aylwin, como del
presidente Allende, fueron tre-
mendamente significativas e im-
portantes para el país, y es im-
portante que esa memoria se res-
guarde, se enseñe de aquí en
adelante. Por los motivos legales
que ya se han explicitado, por
parte de la ministra Etcheverry,
se ha decidido, por el momento,
suspender el proceso de compra
de la vivienda de Guardia Vieja,
del expres idente Salvador
Allende”, expuso Boric.

Las declaraciones del Presi-
dente se dan después del comu-
nicado entregado por Bienes
Nacionales, en que el ministerio
explicó que, “debido a la actual
estructura de copropiedad de la
comunidad de herederos del ex-
presidente Allende, se ha deter-
minado que no es posible con-
cretar la adquisición de la resi-
dencia del exmandatario”.

Fue precisamente el que de la
copropiedad fueran parte la nie-
ta de Allende y actual ministra
de Defensa, Maya Fernández,
así como la senadora en ejercicio
Isabel Allende, lo que originó la
polémica, porque de mantener
la compra se caería en una in-
constitucionalidad. Ministros y
parlamentarios no pueden cele-
brar cauciones con el Estado.

Ante la controversia, Boric
afirmó que “si eso no está solu-
cionado, no se puede hacer la
compra, porque en Chile las ins-

tituciones funcionan. Acá, que
no les quepa duda, y esto quiero
decirlo de manera muy clara, na-
die está buscando hacer ningún
tipo de negocio, ni enriquecerse
a costa del Estado. Eso jamás lo
permitiría”.

Por el carácter estratégico de
la visita al Polo Sur, la ministra
Fernández Allende fue parte de
la delegación. Al ser requerida

sobre el caso por TVN, la nieta
del expresidente respondió que
“esto es un proceso que revisa el
Ministerio de Bienes Naciona-
les (...) esto nunca ha sido ocul-
to, siempre ha estado, además,
en mi declaración de patrimo-
nio, que todos pueden ver, y por
tanto, es parte de lo que legal-
mente se está estudiando. El
Presidente ha sido muy claro,

nosotros no queremos nada que
vaya contra la ley”.

PS: “Un error grave”

Pese a las explicaciones de Bo-
ric, la incomodidad en el PS, co-
lectividad de Allende, persiste.

Así lo expresó el jefe de dipu-
tados socialistas, Daniel Melo, al
señalar a Radio Cooperativa que

“siempre es importante que po-
damos entregar a las futuras ge-
neraciones un patrimonio tan
importante como es el legado no
solo del presidente Allende, sino
también de Patricio Aylwin. La
situación empaña algo que de-
bió haber sido bien realizado y
creo que sin duda, en este caso
en particular, el Gobierno ha co-
metido, una vez más, un error,
un error grave; debió haberse
previsto como corresponde des-
de el punto de vista administra-
tivo y legal. El Gobierno no estu-
vo a la altura en esta materia”.

Igualmente molesto está el se-
nador PS Fidel Espinoza, quien
afirmó a “El Mercurio” que “cla-
ramente hay una responsabili-
dad en el Ministerio de Bienes
Nacionales; ellos debieron haber
sido los primeros en haber pues-
to una alerta de que esto iba a
traer una crisis política, pero ya
sabemos que cuando una minis-
tra es amiga del Presidente o de
los líderes como Jackson, son in-
tocables”, respecto a la reparti-
ción a cargo de Marcela Sando-
val, ministra que milita en el
Frente Amplio (FA).

Pone en “jaque” al
Gobierno

Junto con apuntar a respon-
sabilidades políticas, el sena-

dor por Los Lagos ratificó que
“fue un error jurídico-político,
pero error también de las ase-
sorías del Presidente. Yo consi-
dero que es inaceptable que los
asesores del Presidente no le
digan que es inconcebible que
una ministra de Estado le esté
vendiendo una propiedad al
propio Estado de Chile, y no es
culpa de Maya Fernández, es
culpa de los asesores del Presi-
dente que inmediatamente le
debieron decir que es inconce-
bible, que ello transgrede la
Constitución”.

El legislador PS insistió en que
“es un error inaceptable que po-
ne en la primera semana del nue-
vo año en jaque al Gobierno en
un tema que no tiene la trascen-
dencia de lo que la gente quiere
escuchar de nosotros, que quiere
que trabajemos por la reforma
de pensiones y la crisis en mate-
ria de seguridad”.

Desde la DC, el vicepresidente
de la Cámara, Eric Aedo, apuntó
a las dudas que quedan ante el
caso: “¿Quién va a asumir este
error?, ¿lo va a asumir la minis-
tra de Bienes Nacionales?, ¿lo va
a asumir la jefa jurídica del Mi-
nisterio de Bienes Nacionales?
Aquí, alguien metió la pata de
manera profunda, y no puede
pasar esto como si nada sucedió.
¿Qué hizo la Contraloría?”.

Inconstitucionalidad de operación la hizo fracasar, al estar una ministra y una senadora en su copropiedad:

Explicación de Boric no logra frenar molestia
PS ante la fallida compra de casa de Allende

RIENZI FRANCO

El Presidente aludió a la suspensión de la adquisición, mientras que 24 horas antes,
desde Bienes Nacionales, se había informado de la imposibilidad de concretarla.

El Presidente Gabriel Boric, junto con la ministra de Defensa, Maya Fernández Allende, y del Medio Ambiente,
Maisa Rojas, entre otros integrantes de la comitiva, que fue parte de la reciente visita al Polo Sur.
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Fidel Espinoza, senador del comité
PS, ve un “error político-jurídico”.

JO
N

A
T

H
A

N
 M

A
N

C
IL

LA

Daniel Melo, jefe de diputados PS,
afirma que fue un “error grave”.
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‘‘Que no les quepa duda, y esto
quiero decirlo de manera muy clara,
nadie está buscando hacer ningún
tipo de negocio, ni enriquecerse a costa
del Estado”.
....................................................................................................

GABRIEL BORIC
PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

‘‘Hay una responsabilidad en el
Ministerio de Bienes Nacionales, pero
ya sabemos que cuando una ministra es
amiga del Presidente, o de los líderes
como Jackson, son intocables”.
....................................................................................................

FIDEL ESPINOZA
SENADOR DEL PARTIDO SOCIALISTA
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AFP es un fracaso y la consolida-
ción del modelo neoliberal. Es una
postura que refleja una com-
pleta desinformación res-
pecto del origen de la cri-
sis actual, pues esta tie-
ne muchas más causas
que el solo modelo de
administración.

Otra candidata presi-
dencial, Evelyn Mat-
thei, presiona-
d a p o r l a
e x t r e m a
d e r e c h a ,
h i z o u n o
de sus clá-
sicos vira-
jes y se-
ñ a l ó e n

Personeros de gobierno y
oposición trabajan intensa-
mente en procura de un
acuerdo que reforme el siste-
ma de pensiones.

Cerrar este capítulo se ha
transformado en una prueba ma-
yúscula para la política chilena.
Estudios de Cadem y de Activa
(Pulso Ciudadano), de esta sema-
na, vuelven a ratificar que la aspi-
ración por mejores pensiones
ocupa un lugar muy alto en las
preocupaciones ciudadanas. El
cuestionamiento al sistema vi-
gente es tremendo y se encarna
en la bajísima valoración de las
AFP.

Desde el informe Marcel de
2006 han pasado casi 20 años,
marcados por iniciativas legales
fracasadas en los gobiernos de
Bachelet y Piñera, y respuestas
parciales muy relevantes, pero
incompletas, como el Pilar Soli-
dario (2008) y la Pensión Garan-
tizada Universal (2022). 

Los objetivos deberían ser cla-
ros: aumentar las actuales pensio-
nes, que crezca el ahorro previsio-
nal de largo plazo para que las ta-
sas de reemplazo permitan una vi-
da digna, que bajen las actuales
comisiones cobradas por los ad-
ministradores y se alineen con el
desempeño en rentabilidad de los
fondos a su cargo; que puedan
existir opciones públicas y priva-
das en la administración, y que se
atienda la discriminación entre
hombres y mujeres. El modelo de-
be ser sustentable fiscalmente.

Candidatos presidenciales han
salido a la palestra al respecto.
Para Daniel Jadue, el proyecto
debe ser retirado. Cualquier ini-
ciativa que no termine con las

dad para reducir el impacto de
eventos por venir es antigua. Go-
dofredo Leibniz, el famoso filósofo
alemán, fue el primero en proponer
esta noción de compartir riesgos
ante posibles e inciertos desastres
naturales. Eso fue a principios del
siglo XVIII. Y ese pensamiento ha
definido una modalidad que ha
permitido a los países enfrentar
sus incertidumbres.

Pero aquí domina la idea “Con
mi plata no” y, por tanto, según la
derecha, la tesis del filósofo ale-
mán puede descansar en paz. Que
cada quien se rasque con sus
uñas. Y además, tampoco se res-
palda una reforma tributaria que
aporte recursos para enfrentar el
problema.

No parecen anticipar el hecho
de que si no se incluye algún me-
canismo solidario en las pensiones,
la gran mayoría de los chilenos no
podrá vivir de una pensión autofi-
nanciada, y ello implicará no solo
futuros efectos fiscales (aumento
exponencial del contingente en
PGU), descrédito del sistema e
inestabilidad social. Es decir, no
logran ver el aporte solidario como
un seguro de cohesión social con el
que ganan todos, los que ponen
más y los que ponen menos.

Probablemente, también está
operando el cálculo menor: que pa-
ra un sector de la derecha sea im-
pensable concederle al Gobierno lo
que podría ser visto como un triun-
fo. Eso podría estar primando, muy
poco generosamente, por sobre
acordar un avance que implique
buenas noticias para la gente.

Todavía hay tiempo, aunque
muy poco, para que prime la
sensatez y la mirada de largo
plazo por sobre el oportunismo
político. n

una hermética comunicación su
preocupación por el futuro y

“eventuales consecuencias
graves no buscadas”. Ade-

más, cuestiona aspectos
del proyecto calificán-
dolos como acciones
constitutivas de reparto.
Parece ser que, por el la-
do de la derecha, expre-

siones como “solida-
ridad” o “seguro

social” son in-
famantes.

L a v i e j a
t e s i s d e
compartir
riesgos en-
tre grupos
de la socie-O
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El test de las pensiones

EL CUESTIONAMIENTO AL SISTEMA VIGENTE ES TREMENDO Y SE ENCARNA EN LA
BAJÍSIMA VALORACIÓN DE LAS AFP.
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